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Salvo el voto en esta causa y explico: 
 
El acto administrativo de la referencia adopta un decreto nacional concebido a 
amparo del Estado de excepción que solo pudo ser emitido directamente 
desarrollando el Decreto Legislativo 539 del 13 de abril de 2020; esto es, el Decreto 
636 de 2020  (mayo 6) “Por el cual se imparten instrucciones en virtud de la emergencia 
sanitaria generada por la pandemia del Coronavirus COVID-19, y el mantenimiento del 
orden público”; con esta normativa se dispuso el protocolo para hacer efectivo 

aislamiento preventivo obligatorio de limitación total a la libre circulación de 
personas y vehículos en el territorio nacional, como protocolo de bioseguridad. 
 

 
Factor de motivación o causa. 
El control inmediato de legalidad de un acto, supone que el mismo haya sido 
proferido por la autoridad territorial en ejercicio de la función 
administrativa y como desarrollo de un Decreto Legislativo expedido durante el 
estado de excepción en concreto. 
  
Y como el Gobierno Nacional se habilitó las facultades excepcionales legislativas en 
el Decreto 417 de 2020 -Estado de Emergencia, Social y Ecológica en todo el territorio 



nacional- por causa la pandemia aludida, que ya fue declarado exequible como tema 
competencial de la H. Corte Constitucional en unos tiempos cortos -Sentencia C-145 

del 2020 Sentencia C-145 del 2020-, acordes con las medidas de urgencia enunciadas 

en los Decretos legislativos 417, y 539 de 2020; el Tribunal pues, debió entender 
satisfecha la capacidad para modificar las Leyes del Gobierno Nacional en desarrollo 
de los Estados de excepción. 
  
El Alcalde municipal, en ejercicio de la función administrativa y como desarrollo de 
decretos legislativos, en el caso de autos, no hizo más que adecuar en su jurisdicción 

las prescripciones nacionales; por ello, igualmente también debió entender 
satisfechos los requisitos de avenimiento a las normas superiores del acto 
administrativo de la referencia. Por manera pues, debió hallarse cumplido el tercer 
presupuesto de procedibilidad, motivo por el cual era procedente adelantar el 
examen de fondo. 
  
  
De los requisitos formales y materiales del Acto administrativo territorial 
examinado. 
- Competencia de la autoridad que lo expide. 
El acto administrativo analizado está suscrito por el Alcalde Municipal, 
como servidor de la administración local, conforme lo dispone el artículo 84 de la 
Ley 136 de 19941, que desarrolló el ordenamiento Superior -artículos 2, 209 y 315- y 
que impone a estos servidores públicos las responsabilidades consecuentes para 
asegurar la prestación de los diferentes servicios a su cargo -artículo 91 de la Ley 136 
de 1994 “Por la cual se dictan normas tendientes a modernizar la organización y el 
funcionamiento de los municipios”2. 
  
En cuanto a las normas de policía y función administrativa, el artículo 202 de la Ley 
1801 de 20163 “Por la cual se expide el Código Nacional de Seguridad y Convivencia 

                                                             
1 ARTÍCULO 84. NATURALEZA DEL CARGO. En cada municipio o distrito habrá un alcalde quien ejercerá 

la autoridad política, será jefe de la administración local y representante legal de la entidad territorial. El alcalde 

es la primera autoridad de policía del municipio o distrito y tendrá el carácter de empleado público del mismo.” 

 
2 Artículo modificado por el artículo 29 de la Ley 1551 de 2012. 

 
3 “ARTÍCULO 202. COMPETENCIA EXTRAORDINARIA DE POLICÍA DE LOS GOBERNADORES Y 

LOS ALCALDES, ANTE SITUACIONES DE EMERGENCIA Y CALAMIDAD. Ante situaciones 
extraordinarias que amenacen o afecten gravemente a la población y con el propósito de prevenir el riesgo o 

mitigar los efectos de desastres, epidemias, calamidades, situaciones de inseguridad y disminuir el impacto de 

sus posibles consecuencias, estas autoridades en su respectivo territorio, podrán ordenar las siguientes medidas, 

con el único fin de proteger y auxiliar a las personas y evitar perjuicios mayores: 

1. Ordenar el inmediato derribo, desocupación o sellamiento de inmuebles, sin perjuicio del consentimiento del 

propietario o tenedor. 

2. Ordenar la clausura o desocupación de escuelas, colegios o instituciones educativas públicas o privadas, de 

cualquier nivel o modalidad educativa, garantizando la entidad territorial un lugar en el cual se pueden ubicar 

https://nam02.safelinks.protection.outlook.com/?url=http%3A%2F%2Fwww.secretariasenado.gov.co%2Fsenado%2Fbasedoc%2Fley_1551_2012.html%2329&data=02%7C01%7Cdes02tatol%40cendoj.ramajudicial.gov.co%7Cc1c2bdfbcdc94de3b83808d83ff88287%7C622cba9880f841f38df58eb99901598b%7C0%7C0%7C637329683911446110&sdata=istuaOk8n7COn%2FSa%2BMDECQJk59%2Bl1kLTQGxfzuqhQBo%3D&reserved=0


Ciudadana” imponen a los Alcaldes y autoridades territoriales acometer las tareas 
inherentes en tanto, “…el orden público no debe ser entendido como un valor en sí mismo 
sino como el conjunto de condiciones de seguridad, tranquilidad y salubridad que permiten 

la prosperidad general y el goce de los derechos humanos...”4 como un poder puramente 
normativo porque es función sujeta al marco constitucional, legal y reglamentario, 
con la adopción de reglamentos de alcance local. 
  
El Tribunal debió entender, igualmente, que el aislamiento social obligatorio 
restringió severamente e hizo nugatorio el ejercicio de muchos derechos 
fundamentales tales como la fuerte reducción de manufacturación, intercambio y 
producción de bienes y servicios, junto con la restricción fortísima de muchos 
derechos fundamentales como la simple movilidad y ejercicio de la libertad de cultos 
y otras vocaciones espirituales (individuales y colectivas), compatibles con la simple 
lúdica del inconsciente colectivo. 
  
  
Conexidad del acto con los motivos que dieron lugar a la declaratoria del estado 
de excepción. 
Es obvio que los Decretos legislativos 417, y 539 de 2020 fueron allanados en sus 
regulaciones normativas territoriales por la administración local; por lo cual, 
evidentemente el articulado del acto general territorial satisface el elemento causal 
de la función ejercida, en cuanto a la a. relación evidente entre los hechos que 

                                                             
los niños, niñas y adolescentes y directivos docentes con el propósito de no afectar la prestación del servicio 

educativo. 

3. Ordenar la construcción de obras o la realización de tareas indispensables para impedir, disminuir o mitigar 

los daños ocasionados o que puedan ocasionarse. 

4. Ordenar la suspensión de reuniones, aglomeraciones, actividades económicas, sociales, cívicas, religiosas o 

políticas, entre otras, sean estas públicas o privadas. 

5. Ordenar medidas restrictivas de la movilidad de medios de transporte o personas, en la zona afectada o de 

influencia, incluidas las de tránsito por predios privados. 
6. Decretar el toque de queda cuando las circunstancias así lo exijan. 

7. Restringir o prohibir el expendio y consumo de bebidas alcohólicas. 

8. Organizar el aprovisionamiento y distribución de alimentos, medicamentos y otros bienes, y la prestación de 

los servicios médicos, clínicos y hospitalarios. 

9. Reorganizar la prestación de los servicios públicos. 

10. Presentar, ante el concejo distrital o municipal, proyectos de acuerdo en que se definan los comportamientos 

particulares de la jurisdicción, que no hayan sido regulados por las leyes u ordenanzas, con la aplicación de las 

medidas correctivas y el procedimiento establecidos en la legislación nacional. 

11. Coordinar con las autoridades del nivel nacional la aplicación y financiación de las medidas adoptadas, y el 

establecimiento de los puestos de mando unificado. 

12. Las demás medidas que consideren necesarias para superar los efectos de la situación de emergencia, 

calamidad, situaciones extraordinarias de inseguridad y prevenir una situación aún más compleja.” (Subraya 
fuera del texto original) 

 
4 Sentencia C-813/14. Referencia: expediente D-10187, Demanda de inconstitucionalidad contra el Decreto 

1355 de 1970 “Por el cual se dictan normas sobre Policía”, Demandante: Hamixon Leal Chilatra, Magistrada 

(e) Ponente: MARTHA VICTORIA SÁCHICA MÉNDEZ; Sentencia del 5 de noviembre de 2014. 

 



habilitan al emisor el acto administrativo -la pandemia que aqueja la especie y obligó 
al aislamiento social obligatorio, que ya no voluntario- y b. la verificación de la 
jerarquía normativa que supone el apego a la sujeción de normas superiores para 

resguardar las funciones de policía administrativa desde el Presidente de la 
República hasta los Gobernadores y Alcaldes, y que no puede excluirse a los 
Secretarios del Despacho5. 
  
En la perspectiva constitucional y legal, la gestión en salud pública es función 
esencial del Estado y para tal fin la Nación y las entidades territoriales concurrirán 
en su ejecución en los términos señalados en la presente ley. 
  
La motivación del acto administrativo territorial calca genéricamente los Decretos 
Legislativos 417 de marzo 17 de 2020 y 539 del 12 de abril, con el fin de evitar el 
contacto entre las personas, propiciar el distanciamiento social, incentivar la 
modalidad de trabajo en casa, utilizando las tecnologías de la información y las 
comunicaciones; y con ello para contener la expansión del virus y atender la 
mitigación de la pandemia innombrable; por tal menester, en la medida de lo 
posible, el cobijo en casa se ofreció como el escudo inmediato de protección de la 
especie con la consecuente restricción de muchas libertades individuales y 
colectivas. 
  
Éstas circunstancias afincadas en el aislamiento social obligatorio impulsaron la 
imposibilidad de circulación y la abdicación de la lúdica humana para restringirse 
en el ejercicio de interactuación social cuasi universal, lo cual explica una a una las 
medidas legislativas del Gobierno Nacional y su réplica territorial de las medidas 
macro; ninguna de las cuales se ofrece, a simple vista, como infractoras del orden 
constitucional y legal vigente. 
  
La concurrencia de facultades ordinarias y de las potestades autorizadas por un 
Decreto legislativo conllevan analizar el Decreto de la referencia por la vía especial 
del Control Inmediato de Legalidad; lo anterior, bajo la perspectiva ineludible de 

que el Decreto Legislativo 539 del 13 de abril de 2020, dio pauta para la expedición 
del Decreto 636 de 2020  (mayo 6) “Por el cual se imparten instrucciones en virtud de la 
emergencia sanitaria generada por la pandemia del Coronavirus COVID-19, y el 
mantenimiento del orden público”; y que con esta normativa se dispuso el protocolo 
para hacer efectivo aislamiento preventivo obligatorio de limitación total a la libre 
circulación de personas y vehículos en el territorio nacional, como protocolo de 
bioseguridad, así como la autorización de muchas excepciones a las restricciones. 
  

                                                             
5 Consejo de Estado, Sala Plena de lo Contencioso Administrativo, Consejero ponente: DANILO ROJAS 

BETANCOURTH; Sentencia del 8 de julio de 2014, Radicación: 11001031500020110112700 (CA), Actor: 

Gobierno Nacional, Demandado: Decreto 2962 de 2011. 



En el decreto territorial analizado se replica el protocolo de bioseguridad 
determinado por la autoridad con competencia nacional de expedir la medida 
replicada; y ello era necesario para poder "reabrir" la nación a la vida dinámica 

moderna. 
  
Al rompe la Sala debió otear mecanismos de salubridad, moralidad, tranquilidad y 
seguridad en el texto y en el contexto del Decreto analizado; es la función de policía 
administrativa hecha realidad como configuración del concepto, y especialmente 
por los poderes de acción de que gozan las entidades territoriales para poder 
satisfacer sus propios intereses, inviolabilidad opuesta al legislador y al poder 
central como respeto a la facultad de las entidades territoriales de gobernarse por 
autoridades propias, y la autodirección en sus particularidades a través del respeto 
de la facultad de dirección política que ostentan; por manera pues, en términos de 
la Corte Constitucional6, significa el ejercicio de la simple distribución de 
competencias en distintos niveles territoriales bajo el amparo de los principios de 
coordinación, concurrencia y subsidiariedad: 
 
“PODER DE POLICÍA ADMINISTRATIVA-Jurisprudencia constitucional 
En líneas muy generales, según la doctrina nacional, el poder de policía es una de las 
manifestaciones asociadas al vocablo policía, que se caracteriza por su naturaleza puramente 
normativa, y por la facultad legítima de regulación de la libertad con actos de carácter general 
e impersonal, y con fines de convivencia social, en ámbitos ordinarios y dentro de los términos 
de la salubridad, moralidad, seguridad y tranquilidad públicas que lo componen. Esta 
facultad que permite limitar en general el ámbito de las libertades públicas en su relación con 
estos términos, generalmente se encuentra en cabeza del Congreso de la República, en donde 
es pleno, extenso y preciso, obviamente ajustado a la Constitución, y, excepcionalmente, 
también en los términos de la Carta Política está radicado en autoridades administrativas a 
las cuales se les asigna un poder de policía subsidiario o residual como en el caso de la 
competencia de las asambleas departamentales para expedir disposiciones complementarias a 
las previstas en la ley.”. 
  
Son funciones ordinarias y de usanza que compete a las entidades territoriales 
conforme a los artículos 311 a 315 Superiores y la Ley 136 de 1994 -y sus consecuentes 
modificaciones-, que siempre están al alcance normativo, sin importar que 
transitemos o no en un Estado de excepción; ello, no obstante, no debe impedir la 
visualización del Decreto legislativo que aupó el protocolo de bioseguridad para la 
reiniciación de las actividades socioeconómicas. 
 

                                                             
6 Sentencia C-813-14 (Referencia: expediente D-10187, Demanda de inconstitucionalidad contra el Decreto 

1355 de 1970 “Por el cual se dictan normas sobre Policía”, Demandante: Hamixon Leal Chilatra, Magistrada 

(e) Ponente: MARTHA VICTORIA SÁCHICA MÉNDEZ; Sentencia del 5 de noviembre de 2014). 

 



El acto administrativo analizado está suscrito por el Alcalde del municipio, éste 
como Jefe de la administración local quien tiene la obligación de dirigir la acción 
administrativa del municipio y asegurar el cumplimiento de las funciones y de la 

prestación de los servicios a su cargo, también conforme lo dispone el artículo 84 de 
la Ley 136 de 19947, que desarrolló el ordenamiento Superior -artículos 2, 209 y 315- 
y que impone a éstos servidores públicos las responsabilidades consecuentes para 
asegurar la prestación de los diferentes servicios a su cargo -artículo 91 de la Ley 136 
de 1994 “Por la cual se dictan normas tendientes a modernizar la organización y el 
funcionamiento de los municipios”8; y en este caso, la modificación de los servicios 

prestados por la Alcaldía, atendiendo decisiones adoptadas en un Decreto 
legislativo en concurrencia con normas habituales de los burgomaestres 
colombianos. 
  
Por su parte, la Corte Constitucional en sentencia C-205/20 del 25 de junio de 2020, 
expediente RE-272 “Revisión oficiosa de constitucionalidad del Decreto Legislativo 539 de 
13 de abril de 20209”, Magistrado Ponente: JOSÉ FERNANDO REYES CUARTAS, 
declaró la exequibilidad de los artículos 1°, 2° y 3° del Decreto Legislativo 539 de 
2020, porque primero cumple los requisitos  formales  de validez definidos por  la 
Constitución, la Ley Estatutaria 137 de  1994  y la Jurisprudencia 
constitucional, segundo, constató que dicho Decreto cumple con todos los requisitos 
formales de  constitucionales; en efecto suscrito por el Presidente y todos los 
ministros, fue proferido durante la vigencia y en desarrollo del Estado de 
Emergencia Económica,  Social y Ecológica declarado mediante el Decreto 417 de 
2020, Tercero, contiene motivación, por cuanto expresa las  razones que justificaron 
su expedición; de  tal manera expresó que  las  medidas contenidas en el Decreto 
Legislativo  539 de 2020 cumplían con los requisitos  materiales de  validez  al 
haber  superado la  totalidad de juicios  estudiados, 
considerando  que  la  unificación de las competencias para  la expedición de los 
protocolos de bioseguridad, está  encaminada  a conjurar la grave situación 
generada  por la pandemia, ya  que la  creación de estos  instructivos es un 
presupuesto  dirigido  a controlar el contagio y minimizar los  riesgos  a los  cuales 

se ve expuesta la población ante la reactivación de los sectores de la economía, la 
sociedad y la  administración pública,  con posterioridad  al aislamiento preventivo. 
De tal manera, esta medida persigue materializar la obligación del Estado de 
preservar el derecho a la salud, al trabajo en condiciones dignas y a la vida de los 
residentes en el territorio nacional frente al Covid-19 

                                                             
7 “ARTÍCULO 84. NATURALEZA DEL CARGO. En cada municipio o distrito habrá un alcalde quien ejercerá 

la autoridad política, será jefe de la administración local y representante legal de la entidad territorial. El alcalde 
es la primera autoridad de policía del municipio o distrito y tendrá el carácter de empleado público del mismo.” 
8 Artículo modificado por el artículo 29 de la Ley 1551 de 2012. 

 
9 “Por el cual se adoptan medidas de bioseguridad para mitigar, evitar la propagación y realizar el adecuado 

manejo de la pandemia del Coronavirus COVID-19, en el marco del Estado de Emergencia Económica social 

y Ecológica”. 



  
Luego de realizar un análisis detallado de cada una de las medidas contenidas en el 
Decreto Legislativo 539 de 2020, la Sala Plena debió concluir que las mismas 
cumplían con los requisitos materiales de validez al haber superado la totalidad de 
juicios estudiados. 
  
En concreto, la Corte consideró que la unificación de la competencia para la 
expedición de los protocolos de bioseguridad (art. 1º), está encaminada a conjurar la 
grave situación generada por la pandemia, ya que la creación de estos instructivos 

es un presupuesto dirigido a controlar el contagio y minimizar los riesgos a los 
cuales se ve expuesta la población ante la reactivación de los sectores de la economía, 
la sociedad y la administración pública, con posterioridad al aislamiento preventivo 
obligatorio. De tal forma, esta medida persigue materializar la obligación del Estado 
de preservar el derecho a la salud, al trabajo en condiciones dignas y a la vida de los 
residentes en el territorio nacional frente al COVID-19. 
  
En el mismo sentido, esta Corporación debió colegir que no existen en el 
ordenamiento jurídico medios ordinarios a través de los cuales se hubieren podido 
adoptar las disposiciones objeto de examen. Se advirtió que el presidente no cuenta 
con competencia para asignar las funciones a un ministerio, puesto que de 
conformidad con la Constitución esto corresponde al legislador ordinario (art. 150-
7 C. Pol.). Frente a la competencia consagrada en el Decreto Ley 4107 de 2011 (art. 
2.3), este Tribunal debió indicar que no se extiende a regulaciones vinculantes sobre 
el funcionamiento y normal operación de otros sectores de la economía diferentes al 
sector a cargo del Ministerio de Salud. Ahora bien, las medidas que puede adoptar 
el ministerio según la Ley 1753 de 2015 (art.69) se restringen a garantizar el talento 
humano, los bienes y los servicios de salud, lo cual no incluye la expedición de 
protocolos de bioseguridad para todas las actividades económicas exentas para la 
superación paulatina del aislamiento social obligatorio. 
  
Finalmente, la Sala debió advertir que, si bien la financiación de los elementos 

requeridos para la ejecución de los protocolos no fue fijada en el decreto nacional -
el legislativo y el ordinario o reglamentario-, es claro que la misma corresponde a 
los empleadores según el CST, el Decreto Ley 1295 de 1994, la Ley 1562 de 2012 y el 
Decreto 1072 de 2015, quienes a su vez pueden pedir apoyo a las ARL. En todo caso, 
aclaró que no está permitido trasladar los costos de la ejecución de los protocolos a 
los trabajadores. 
  
Así mismo, el Decreto legislativo y su desarrollo nacional indicaron que respecto de 
la sujeción de Gobernadores y alcaldes a dichos protocolos y la supervisión de su 
cumplimiento por las secretarías municipales o distritales del sector correspondiente 
(art. 2º), tiene como objetivo la articulación de los diferentes actores en la aplicación 
de los protocolos de bioseguridad y la exigencia unificada de tales prácticas en todo 



el territorio nacional. Los protocolos de bioseguridad, según lo indicado, buscan que 
las empresas, los trabajadores y la sociedad en general, protejan su salud y su vida, 
así como la de sus familias y los que hacen parte de su entorno, bajo el seguimiento 

de instrucciones relacionadas principalmente con el distanciamiento individual, al 
aseo personal y no simplemente la utilización de tapabocas. En esa medida, la Sala 
debió colegir que la norma dirigida a que se apliquen de manera uniforme y se 
supervise su cumplimiento por las entidades territoriales propende por la 
mitigación y manejo del Covid-19, es decir, persigue controlar la perturbación 
provocada por la pandemia y limitar sus graves consecuencias. 
  
Puntualmente, debió concluir que no se desconoce el principio de autonomía 
territorial comoquiera que esta disposición responde al principio de coordinación 
(art. 288 C. Pol.). En efecto, el establecimiento de protocolos permite la concreción 
de pautas específicas para autorizar la reapertura de las actividades económicas 
suspendidas con el confinamiento, por lo que las directrices que se imparten desde 
el Ministerio de Salud y Protección Social, se entienden informadas por criterios de 
salud pública y de interés nacional que deben guiar la actuación de las autoridades 
regionales y locales al momento de autorizar la apertura de los sectores que a cada 
uno compete. Así, entiende la Corte que se armonizan los principios unitarios y de 
autonomía como lo ha reconocido la jurisprudencia constitucional. 
  
Además, la prevalencia del principio de estado unitario en este evento también se 
fundamenta en: i) la importancia del tratamiento de la evidencia científica, pues se 
entiende que órganos como el Instituto Nacional de Salud y el Ministerio de Salud 
y Protección Social poseen una información técnica que debe ser el marco de 
actuación uniforme del Estado; ii) la importancia de la homogeneidad, que implica 
la articulación entre los intereses nacionales y los autónomos; y iii) el hecho de que 
los asuntos territoriales tienen una réplica distante de la nación. 
  
Conforme lo anterior, debió evidenciar la Sala que los reglamentos municipales no 
intentan estar por encima de los nacionales, y por ello la decisión no naufraga en la 
ilegalidad. 
  
Sin perjuicio de lo anterior, el Decreto Legislativo 539 de abril 13 de 202010, del 
Gobierno Nacional modificó el criterio temporal, señalando que tal facultad estará 
vigente mientras dure el estado de emergencia sanitaria declarado por el Ministerio 
Salud y Protección Social desde la Resolución 385 del 12 de marzo de 2020 -que se 
prorroga de tanto en tanto-, con ocasión de la pandemia derivada del Coronavirus 
Covid-19 y con arreglo a los Decretos legislativos. 
  

                                                             
10 “Por el cual se adoptan medidas de bioseguridad para mitigar, evitar la propagación y realizar el adecuado 

manejo de la pandemia del Coronavirus COVID-19, en el marco del Estado de Emergencia Económica social 

y Ecológica”. 



Conclusión 
La medida adoptada en el decreto territorial analizado se justifica en la necesidad 
inmediata de fortalecer el cuidado de la salud, lo que impide acudir al general 
ejercicio de los derechos (laborales, comerciales, de reunión, de cultos y un 
larguísimo etcétera) en las sedes habituales de las personas para su interactuación 
social, en tanto este medio de restricción de libertades supone la disposición de un 
período de reducción del riesgo de contagio por el interés público que se pretende 
proteger con la declaratoria de urgencia sanitaria; por eso el Gobierno nacional 
dispuso el confinamiento de las personas en sus residencias y ese aislamiento social 

obligatorio implicó la cesación de casi todas las actividades lícitas asociadas a la vida 
cotidiana, razón para que el teletrabajo y la modificación de la atención al público se 
regulara en la circunscripción territorial como desarrollo de un Decreto legislativo 
que autorizó el radical cambio de la interactuación social. 
  
A su vez, el Decreto Legislativo 539 del 13 de abril de 2020, permitió al Gobierno la 
expedición del Decreto 636 de 2020  (mayo 6) “Por el cual se imparten instrucciones en 
virtud de la emergencia sanitaria generada por la pandemia del Coronavirus COVID-19, y 
el mantenimiento del orden público”; y obviamente, con esta normativa se dispuso el 
protocolo para hacer efectivo aislamiento preventivo obligatorio de limitación total 
a la libre circulación de personas y vehículos en el territorio nacional, como 
protocolo de bioseguridad. Por lo tanto, el decreto territorial analizado se justifica y 
tiene pleno soporte constitucional y legal como para salir avante del control judicial 
de la referencia. 
 
 

Con el profundo respeto por las mayorías. 
 
 
 

José Andrés Rojas Villa 
Magistrado11 

i 
 

i [11] C. de P.A. y de lo C.A., “ARTÍCULO 137. NULIDAD. Toda persona podrá solicitar por sí, o por medio 

de representante, que se declare la nulidad de los actos administrativos de carácter general. 

Procederá cuando hayan sido expedidos con infracción de las normas en que deberían fundarse, o sin 
competencia, o en forma irregular, o con desconocimiento del derecho de audiencia y defensa, o mediante falsa 

motivación, o con desviación de las atribuciones propias de quien los profirió. 

También puede pedirse que se declare la nulidad de las circulares de servicio y de los actos de certificación y 

registro. 

                                                             
11 NOTA ACLARATORIA: La providencia se tramitó por los canales electrónicos oficiales de los 

Despachos de los Magistrados que integran la Sala de Decisión del Tribunal Administrativo del Tolima. 

 

                                                             



                                                                                                                                                                                          
Excepcionalmente podrá pedirse la nulidad de actos administrativos de contenido particular en los siguientes 

casos: 

1. Cuando con la demanda no se persiga o de la sentencia de nulidad que se produjere no se genere el 

restablecimiento automático de un derecho subjetivo a favor del demandante o de un tercero. 

2. Cuando se trate de recuperar bienes de uso público. 

3. Cuando los efectos nocivos del acto administrativo afecten en materia grave el orden público, político, 

económico, social o ecológico. 

4. Cuando la ley lo consagre expresamente. 

  
PARÁGRAFO. Si de la demanda se desprendiere que se persigue el restablecimiento automático de un derecho, 

se tramitará conforme a las reglas del artículo siguiente.”. 

  
[12] C. de P.A. y de lo C.A. “ARTÍCULO 135. NULIDAD POR INCONSTITUCIONALIDAD. Los 

ciudadanos podrán, en cualquier tiempo, solicitar por sí, o por medio de representante, que se declare la nulidad 

de los decretos de carácter general dictados por el Gobierno Nacional, cuya revisión no corresponda a la Corte 

Constitucional en los términos de los artículos 237 y 241 de la Constitución Política, por infracción directa de 

la Constitución. 

También podrán pedir la nulidad por inconstitucionalidad de los actos de carácter general que por expresa 

disposición constitucional sean expedidos por entidades u organismos distintos del Gobierno Nacional. 

  
PARÁGRAFO. El Consejo de Estado no estará limitado para proferir su decisión a los cargos formulados en la 

demanda. En consecuencia, podrá fundar la declaración de nulidad por inconstitucionalidad en la violación de 

cualquier norma constitucional. Igualmente podrá pronunciarse en la sentencia sobre las normas que, a su juicio, 

conforman unidad normativa con aquellas otras demandadas que declare nulas por inconstitucionales.”. 

  
[13] “ARTÍCULO 138. NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO. Toda persona que se crea 
lesionada en un derecho subjetivo amparado en una norma jurídica, podrá pedir que se declare la nulidad del 

acto administrativo particular, expreso o presunto, y se le restablezca el derecho; también podrá solicitar que se 

le repare el daño. La nulidad procederá por las mismas causales establecidas en el inciso segundo del artículo 

anterior. 

  
Igualmente podrá pretenderse la nulidad del acto administrativo general y pedirse el restablecimiento del 

derecho directamente violado por este al particular demandante o la reparación del daño causado a dicho 

particular por el mismo, siempre y cuando la demanda se presente en tiempo, esto es, dentro de los cuatro (4) 

meses siguientes a su publicación. Si existe un acto intermedio, de ejecución o cumplimiento del acto general, 

el término anterior se contará a partir de la notificación de aquel.”. 

[14] “tiene por objeto implementar el uso de las tecnologías de la información y las comunicaciones en las 

actuaciones judiciales y agilizar el trámite de los procesos judiciales ante la jurisdicción ordinaria en las 
especialidades civil, laboral, familia, jurisdicción de lo contencioso administrativo, jurisdicción constitucional 

y disciplinaria, así como, las actuaciones de las autoridades administrativas que ejerzan funciones 

jurisdiccionales y en los procesos arbitrales, durante el término de vigencia del presente decreto. 

Adicionalmente, este decreto pretende flexibilizar la atención a los usuarios del servicio de justicia y contribuir 

a la pronta reactivación de las actividades económicas que dependen de este…”. 

  

[15] “Artículo 8. Notificaciones personales. Las notificaciones que deban hacerse personalmente también 

podrán efectuarse con el envío de la providencia respectiva como mensaje de datos a la dirección electrónica o 

sitio que suministre el interesado en que se realice la notificación, sin necesidad del envío de previa citación o 

aviso físico o virtual. Los anexos que deban entregarse para un traslado se enviarán por el mismo medio. 

El interesado afirmará bajo la gravedad del juramento, que se entenderá prestado con la petición, que la 

dirección electrónica o sitio suministrado corresponde al utilizado por la persona a notificar, informará la forma 

como la obtuvo y allegará las evidencias correspondientes, particularmente las comunicaciones remitidas a la 

persona por notificar. 

La notificación personal se entenderá realizada una vez transcurridos dos días hábiles siguientes al envío del 

mensaje y los términos empezarán a correr a partir del día siguiente al de la notificación. 

https://nam02.safelinks.protection.outlook.com/?url=http%3A%2F%2Fwww.secretariasenado.gov.co%2Fsenado%2Fbasedoc%2Fcp%2Fconstitucion_politica_1991_pr007.html%23237&data=02%7C01%7Cdes02tatol%40cendoj.ramajudicial.gov.co%7Cc1c2bdfbcdc94de3b83808d83ff88287%7C622cba9880f841f38df58eb99901598b%7C0%7C0%7C637329683911456100&sdata=2EjHFakg3AZSooApBq5Bnj00Lw0NF%2B35j56EPPk2bD8%3D&reserved=0
https://nam02.safelinks.protection.outlook.com/?url=http%3A%2F%2Fwww.secretariasenado.gov.co%2Fsenado%2Fbasedoc%2Fcp%2Fconstitucion_politica_1991_pr008.html%23241&data=02%7C01%7Cdes02tatol%40cendoj.ramajudicial.gov.co%7Cc1c2bdfbcdc94de3b83808d83ff88287%7C622cba9880f841f38df58eb99901598b%7C0%7C0%7C637329683911456100&sdata=7X9Ah%2BMCJIcYDp15mJsWYweVmhoVLNu4toIGg8EkjZc%3D&reserved=0


                                                                                                                                                                                          
Para los fines de esta norma se podrán implementar o utilizar sistemas de confirmación del recibo de los correos 

electrónicos o mensajes de datos. 

Cuando exista discrepancia sobre la forma en que se practicó la notificación, la parte que se considere afectada 

deberá manifestar bajo la gravedad del juramento, al solicitar la declaratoria de nulidad de lo actuado, que no 

se enteró de la providencia, además de cumplir con lo dispuesto en los artículos 132 a 138 del Código General 

del Proceso. 

Parágrafo 1. Lo previsto en este artículo se aplicará cualquiera sea la naturaleza de la actuación, incluidas las 

pruebas extraprocesales o del proceso, sea este declarativo, declarativo especial, monitorio, ejecutivo o 
cualquiera otro. 

 

Parágrafo 2. La autoridad judicial, de oficio o a petición de parte, podrá solicitar información de las direcciones 

electrónicas o sitios de la parte por notificar que estén en las Cámaras de Comercio, superintendencias, entidades 

públicas o privadas, o utilizar aquellas que estén informadas en páginas Web o en redes sociales”. 

 


